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de la Diputación Provincial de Ourense y de la Xunta de Galicia, a apoyar
formalmente la actuación del Ayuntamiento de Rubiá.

Cuarta.—De la documentación aportada por Sobrado se puede afirmar
que todos los documentos han sido aportados por esta parte. Además
aporta fotocopias de las distintas Sentencias sobre pleitos que ha habido
a causa de este territorio. También, en acreditación del ejercicio de dominio
y jurisdicción sobre el territorio objeto de disputa, aporta fotocopias de
cobros catastrales, concesiones de aprovechamientos, deslindes de montes,
las mismas Sentencias, antes mencionadas, documentos todos ellos que
por sí solos no pueden determinar que la jurisdicción de la zona en litigio
le corresponda, pero que ante la carencia de argumentos y pruebas por
parte de la representación de Rubiá y por su cúmulo, harían factible que,
a falta de otras pruebas más sólidas, estas razones podrían avalar su
pretensión.

Quinta.—Se hace necesario, no obstante, analizar otras circunstancias
y argumentaciones para llegar a una solución convincente del problema,
toda vez que a falta de pruebas irrefutables o, al menos, indicativas de
una solución es preciso aportar datos y argumentos que la avalen. Ya
se ha indicado que la argumentación del Ayuntamiento de Rubiá se limita
a la presentación de un informe técnico, basado en una acta notarial,
ambos instados por dicho municipio, sin contradicción del municipio de
Sobrado. Por ello es posible la fijación del mojón de Peña Falcueira en
un punto llano a una distancia de unos ciento veinte metros al norte
de dicha peña. Asimismo, los mojones de la Valiña de Abraira, Muradellas
y Fuente del Sapo se fijan al norte de la línea provisional, establecida
en el año 1922 y en una zona de gran pendiente. Este trazado que com-
prende una zona de barrancos, propicia quizás para aprovechamiento fores-
tal pero no ganadero, parece que no se corresponde con el desarrollo
histórico del problema, que es llegar a la delimitación de una zona de
pastos para la ganadería. Más propia de esta finalidad es un terreno más
llano, que es lo que, tanto la línea provisional de 1922, como la propuesta
de Sobrado, proponen: que la línea límite transcurre por la divisoria de
aguas de la Sierra de la Encina. Este es el mismo criterio que adopta
el Jurado Provincial de Montes de Ourense, que adjudica a Biobra, el 30
de noviembre de 1976, el monte Sierra de la Encina «...ocupando la franja
norte y más alta del término de la parroquia, que cae a todo lo largo
del límite con el término municipal de Sobrado (León)».

Sexta.—Teniendo en cuenta que ambas comisiones están conformes con
la línea que va desde el mojón de tres términos de El Estrecho hasta
Peña Falcueira y desde el mojón de Foyo de Diego Martínez al mojón
de Puerta Ciudad, queda por resolver la parte de la línea comprendida
entre Peña Falcueira y el mojón de Fuente das Bragas. Se hace necesario
en primer lugar establecer la ubicación del mojón de Peña Falcueira. Con
esta denominación, o solamente Falcueira, figura en todos los planos del
Instituto Geográfico Nacional y por ello no se comprende la razón de que
tanto la propuesta del Ayuntamiento de Rubiá como la del Instituto Geo-
gráfico Nacional desplacen el mojón unos 120 metros al norte de la peña,
máxime cuando en los documentos del siglo XVII el mojón se sitúa siempre
en el canto de dicha peña. En el documento de 1638 la zona que se delimita
se hace mediante el reconocimiento del mojón de Fuente del Sapo (a un
buen tiro de piedra) y el mojón de Peña Falcueira (entre el canto y el
pico) y la línea, se dice va derecha entre ambos mojones, si bien para
mayor claridad, se establece uno nuevo en la Valiña Braira. Por su parte
el documento de 1647 reconoce el mojón de Peña Falcueira, el de la Fuente
del Sapo (no se menciona el intermedio de la Valiña Braira) continúa
a la Valiña Grande (encima de la boca de la dicha Valiña) y de allí a
la Fuente das Bragas. Así se puede determinar que entre los mojones
de Peña Falcueira y Fuente das Bragas hay dos que se denominan por
sus características de fuente y valiña. Si se considera que la Fuente das
Bragas se encuentra en una cota similar a la de la divisoria de aguas
de la Sierra de la Encina, nada obsta para que la Fonte do Sapo se sitúe
en esta divisoria de aguas. Por su parte el término valiña es asimilable
al de cárcava, es decir es una depresión originada por la erosión que
produce la escorrentía de las aguas, por lo que si el mojón de Valiña
Grande se sitúa en lo alto de la valiña hay que considerar que éste estará
emplazado en la proximidad de la divisoria de aguas.

Séptima.—El informe-propuesta del Instituto Geográfico Nacional de 8
de julio de 2002 establece como línea límite una sensiblemente similar
a la propuesta por Rubiá sin que se justifique en razón de qué. Ya hemos
advertido que el mojón de Peña Falcueira se ha desplazado unos 120 metros
en dirección norte y desde éste y hasta el mojón 5, que ambas partes
reconocen, la línea forma un arco desplazado hacia el norte. De otra parte
ante la ausencia de mojones identificables (salvo el de Peña Falcueira)
no se justifica la fijación de los mojones en los puntos en los que se traza
la línea del Instituto Geográfico Nacional, máxime cuando en el mismo
informe se dice «... si bien, tanto por el tiempo transcurrido como por
la escasa definición de algunos mojones, trataremos en nuestra propuesta

de racionalizar lo mejor posible, a nuestro criterio, el trazado de la línea
jurisdiccional». Aún reconociendo que no son identificables los mojones,
se está siguiendo la línea marcada en el informe del Instituto Geográfico
Nacional de 1999, que se limita a fijar los mojones en los lugares que
le indican a instancia del Ayuntamiento de Rubiá, sin que en ningún
momento se justifiquen las razones de ubicación de dichos mojones.

Octava.—En la documentación que aporta el Ayuntamiento de Sobrado
se pone de manifiesto el ejercicio de sus potestades municipales en la
zona objeto de litigio. Se otorgan licencias, se conceden aprovechamientos
forestales y ganaderos, están delimitados los montes de utilidad pública
de los que es titular dicho Ayuntamiento, está establecido un coto de
caza, se pagan impuestos dentro de la provincia de León, etc. Todo esto
viene a poner de manifiesto que el dominio efectivo del terreno litigioso
viene siendo ejercido por el repetido Ayuntamiento. Además en diversos
pleitos instados por la Junta Vecinal de Biobra, o alguno de sus miembros,
siempre se ha fallado en contra de sus pretensiones, destacando que en
las sentencias se alude a la ausencia de pruebas para demostrar sus pre-
tensiones, limitándose a hacer simples aseveraciones sin fundamento algu-
no.

En su virtud: Vistos los artículos pertinentes de la Ley 7/1985, de 2
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, del Real Decreto 3426/2000,
de 15 de diciembre, por el que se regula el procedimiento de deslinde
de términos municipales pertenecientes a distintas Comunidades Autó-
nomas y demás disposiciones de general aplicación, de acuerdo con el
Consejo de Estado, he resuelto:

Aprobar el deslinde entre los términos municipales de Rubiá (Ourense)
y Sobrado (León) fijando como límites de los mismos la línea propuesta
por el Ayuntamiento de Sobrado y que figura señalada en rojo en el orto-
fotomapa obrante en el informe-propuesta del Instituto Geográfico Nacional
de fecha 8 dejulio de 2002, situándose en los puntos que se indican en
dicha línea los mojones Peña Falcueira, Campo da Fonte do Sapo, Valiña
Grande, Campo da Fonte das Bragas, Foyo de Diego Martínez y Puerta
de la Ciudad. Igualmente, deberá marcarse con un mojón el punto de
intersección de la línea que, desde Peña Falcueira, sigue por la divisoria
de aguas en dirección nor-nordeste, con la línea que desde el mojón de
tres términos de El Estrecho, asciende en línea recta y en dirección noroes-
te.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrán
los interesados interponer recurso contencioso-administrativo, ante la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo
de dos meses, a contar desde el día siguiente al de su publicación en
el Boletín Oficial del Estado, sin perjuicio de cualquier otro recurso que
estimaran pertinente.

Madrid, 5 de marzo de 2003.

ARENAS BOCANEGRA

MINISTERIO
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

6680 ORDEN CTE/739/2003, de 27 de marzo, por la que se con-

vocan ayudas económicas en el marco de los Programas

Bilaterales de Acciones Integradas de Investigación Cien-

tífica y Técnica entre España y cada uno de los siguientes

países: República Federal de Alemania, República de Aus-

tria, República Francesa, República Italiana y República

Portuguesa, para el período 1 de enero de 2004 al 31 de

diciembre de 2005.

Uno de los instrumentos de cooperación bilateral, en el campo científico
y tecnológico entre España y otros países, es el de las llamadas Acciones
Integradas, consistentes en promover proyectos de investigación conjuntos
de duración determinada y con objetivos concretos, que se establecen entre
dos equipos de investigación, español uno y de un segundo país el otro,
sobre cualquier área de conocimiento contemplado en el Plan Nacional
de I+D+I (2000-2003) y en el instrumento de planificación que lo sustituya.



12802 Miércoles 2 abril 2003 BOE núm. 79

El Programa de Acciones Integradas tiene por objeto favorecer el esta-
blecimiento de contactos entre grupos de investigación que desemboquen
en colaboraciones consolidadas o en proyectos de mayor envergadura,
como pueden ser los del Programa Marco de I+D de la Unión Europea.
Para ello financia viajes y estancias cortas de investigadores españoles
y de cada uno de los otros cinco países a los que se refiere la acción.

Los medios que para el desarrollo de una Acción Integrada aporta
el Ministerio de Ciencia y Tecnología tienen por finalidad prestar una
ayuda complementaria para viajes y estancias, en relación con los proyectos
de investigación ya financiados por otras vías.

Con tal finalidad se han tenido en cuenta para dictar esta Orden los
Convenios de Cooperación Cultural firmados entre el Gobierno de España
y los Gobiernos de los países antes citados (con Alemania, el 10 de diciem-
bre de 1954, BOE 25-3-56 y 29-3-56; con Austria, el 17 de septiembre de
1975, BOE 19-10-76; con Francia, el 7 de febrero de 1969, BOE 23-12-69;
con Italia, el 11 de agosto de 1955, BOE 29-2-57; y con Portugal, el 22
de mayo de 1979, BOE 30-9-79).

En su virtud, dispongo:

Primero. Objeto.—El objeto de la presente Orden es convocar, en régi-
men de publicidad, objetividad y concurrencia competitiva, el Programa
Bilateral de Acciones Integradas con cada uno de los siguientes países:
República Federal de Alemania, República de Austria, República Francesa,
República Italiana y República Portuguesa.

Segundo. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas que se concedan al amparo
de este Programa los Centros de I+D sin ánimo de lucro a los que se
refiere el párrafo siguiente.

2. A los efectos de esta Orden se entiende por Centro de I+D:

a) Centro público de I+D: las universidades públicas, los organismos
públicos de investigación reconocidos como tales por la Ley 13/1986, de
14 de abril, de Fomento y Coordinación de la Investigación Científica y
Técnica y, en general, cualquier Centro de I+D dependiente de las Admi-
nistraciones Públicas.

b) Centro privado de I+D sin ánimo de lucro: las universidades y
otras entidades privadas, con personalidad jurídica propia y sin ánimo
de lucro, con capacidad o actividad demostradas en la realización directa
de actividades de investigación.

Tercero. Conceptos susceptibles de ayuda.—Las ayudas previstas en
esta Orden se destinarán a la financiación de los costes de desplazamiento
y estancia de los investigadores españoles en los países que participan
en el Programa de Acciones Integradas. Los viajes y estancias en el otro
país podrán realizarse para la colaboración y coordinación de los trabajos,
para la formación de jóvenes investigadores y para el aprendizaje de
técnicas.

Cuarto. Duración de las ayudas.

1. Esta convocatoria comprende el periodo 1 de enero de 2004 a 31
de diciembre de 2005. La duración de las Acciones Integradas, será como
máximo de dos años.

2. Excepcionalmente, la Dirección General de Investigación podrá
autorizar, previa solicitud motivada de la institución beneficiaria de la
Acción, la ampliación de la fecha final de ejecución de la misma hasta
el 30 de junio de 2006. Dicha solicitud deberá efectuarse antes del 30
de septiembre de 2005.

Quinto. Requisitos de las ayudas.

1. Podrán ser investigadores responsables de la ejecución científi-
co-técnica de estas acciones los investigadores en posesión del grado de
Doctor que tengan formalizada su vinculación estatutaria o contractual
con la institución beneficiaria en el momento de la solicitud y que la
vayan a mantener durante el período de ejecución de la acción. Si fuera
previsible que el investigador responsable perdiera tal vinculación, deberá
indicarse, junto con la solicitud, la persona de la misma institución que
sustituiría al investigador responsable hasta la finalización de la Acción.
Llegado el momento, deberá solicitarse a la Dirección General de Inves-
tigación la autorización del cambio.

2. En el equipo de investigación, además del investigador responsable,
podrán participar otros investigadores que estén vinculados, en el momento
de la presentación de esta solicitud, por relación contractual, estatutaria
o de becario con alguna entidad de las descritas en el apartado segundo
de la presente Orden, de forma permanente o temporal, y que realicen
funciones de investigación para las que se requiera titulación superior.

3. Para que la solicitud sea considerada será necesario que el inves-
tigador responsable del equipo de investigación con el que se va a establecer
la cooperación haya presentado solicitud equivalente en su país, de con-

formidad con los requisitos establecidos en su convocatoria. Los inves-
tigadores responsables de ambos equipos responderán de la Acción Inte-
grada y se responsabilizarán, en sus respectivos países, del cumplimiento
de los objetivos propuestos.

4. Cada país participante se hará cargo de los gastos de desplaza-
miento y estancia de sus investigadores en el país de destino.

5. Cualquier modificación en la composición de los grupos de inves-
tigación participantes en las Acciones Integradas deberá ser debidamente
autorizada por la institución beneficiaria y comunicada a la Dirección
General de Investigación. En esta comunicación se deberá describir la
actividad que va a desarrollar, dentro de la Acción Integrada, el inves-
tigador que se incorpora al grupo.

Sexto. Obligaciones de los beneficiarios.—Las instituciones beneficia-
rias deberán cumplir las obligaciones que para los perceptores de ayudas
y subvenciones establecen los artículos 81 y 82 del Texto refundido de
la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo
1091/1988, de 23 de septiembre, así como las instrucciones específicas
del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Séptimo. Cuantía de las ayudas.

1. El importe máximo de las ayudas para los gastos de viaje y estancia,
por grupo y año, será el siguiente, en función del país con el que se lleve
a cabo la Acción:

Importe máximo
—

Euros
País

Portugal . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.825
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.202
Alemania . . . . . . . . . . . . . . . 5.304
Italia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.304
Austria . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.406

2. La financiación de las ayudas a las que se refiere la presente Orden
se imputará a las aplicaciones presupuestarias 20.10.542M.740,
20.10.542M.750, 20.10.542M.760, 20.10.542M.780, 20.10.542M.783 y
20.10.800X.711 del presupuesto de gastos del Ministerio de Ciencia y Tec-
nología para los años 2004 y 2005, de acuerdo con las disponibilidades
presupuestarias.

Octavo. Formalización y presentación de las solicitudes.

1. Los plazos para la presentación de solicitudes comenzarán el día
de entrada en vigor de esta Orden y finalizarán:

Acciones Integradas con Austria e Italia: 30 de abril de 2003.
Acciones Integradas con Alemania, Francia y Portugal: 14 de mayo

de 2003.

2. Las instituciones que deseen participar en esta convocatoria pre-
sentarán la correspondiente solicitud firmada y dirigida al Director General
de Investigación. Las solicitudes deberán contar con la firma del inves-
tigador científico responsable, a los efectos de su conformidad con la eje-
cución de las acciones.

Dicha documentación se podrá presentar en el Registro General del
Ministerio de Ciencia y Tecnología (Paseo de la Castellana 160, 28071
Madrid) o en cualquiera de los lugares previstos en el artículo 38.4 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Las soli-
citudes que se presenten a través de las oficinas de Correos deberán ser
fechadas y selladas por el funcionario de Correos antes de cerrar el sobre
para su certificación.

Las solicitudes se presentarán por duplicado utilizando el modelo nor-
malizado que figura en el Anexo I de esta Orden.

3. Los impresos de solicitud estarán a disposición de las instituciones
interesadas en los servidores del Ministerio de Ciencia y Tecnología
(http://www.mcyt.es).

4. Las instituciones solicitantes deberán aportar la siguiente docu-
mentación:

a) Formulario de solicitud al que se refiere el Anexo I de la presente
Orden, que contiene los siguientes apartados:

1) Solicitud de subvención, en la que se harán constar todos los datos
requeridos.

2) Descripción del proyecto de cooperación. Esta parte de la solicitud
podrá cumplimentarse en español o en inglés. El resto de la solicitud
deberá ir en español.
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3) Historial del grupo español.
4) Grupo de investigación español.
5) Grupo de investigación extranjero.
6) Relación de ayudas obtenidas o solicitadas para la línea de inves-

tigación objeto de la Acción Integrada.

b) Documentación adicional:

Currículum vitae del investigador responsable y del resto del personal
del grupo de investigación.

Impreso de Acuse de recibo, con el nombre y la dirección del inves-
tigador responsable consignados en el recuadro reseñado.

c) Acreditación del nombramiento del representante del Centro de
I+D solicitante.

Noveno. Instrucción del procedimiento.—El órgano competente para
la instrucción del procedimiento será la Subdirección General de Forma-
ción y Movilidad del Personal Investigador.

Décimo. Subsanación de las solicitudes.—Si la documentación apor-
tada fuera incompleta o no reuniera los requisitos exigidos en la presente
resolución, el investigador responsable será requerido mediante acuse de
recibo para que, en un plazo de 10 días hábiles, complete la documentación
o subsane las deficiencias, con advertencia de que si no lo hiciera se le
tendrá por desistido de su solicitud, de conformidad con el artículo 71
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y con los efectos previstos en el
artículo 42 de la citada Ley.

Undécimo. Evaluación y selección de las solicitudes.

1. Las solicitudes para cada programa bilateral se evaluarán por sepa-
rado en España y en cada uno de los respectivos países con los que se
va a establecer la cooperación.

2. En una primera fase, la Agencia Nacional de Evaluación y Pros-
pectiva (ANEP) llevará a cabo la evaluación científica de las solicitudes
españolas, conforme a los siguientes criterios: 1) Calidad científica y via-
bilidad de la propuesta e interés de la cooperación (hasta 10 puntos);
2) Potencial investigador del equipo en el que se encuadra la solicitud
y actividad investigadora desarrollada previamente por el equipo solici-
tante (hasta 10 puntos); 3) Complementariedad de los equipos en relación
con el proyecto propuesto (hasta 5 puntos).

3. En la segunda fase se llevará a cabo una valoración de oportunidad,
a partir de los informes realizados por la ANEP y por las agencias eva-
luadoras de los otros países, por parte de una Comisión Bilateral de Selec-
ción compuesta por representantes de ambos países.

Los representantes españoles de cada una de las Comisiones Bilaterales
de Selección serán designados por el Director General de Investigación
del Ministerio de Ciencia y Tecnología, correspondiendo la presidencia
al Subdirector General de Formación y Movilidad del Personal Investigador
o la persona en quien delegue, y siendo el resto de los miembros expertos
científicos.

El objetivo de la Comisión Bilateral de Selección es integrar la eva-
luación científica de la primera fase realizada en cada país con los objetivos
de la convocatoria y valorar la oportunidad de las solicitudes.

La Comisión Bilateral de Selección, respetando en todo momento la
calidad científica de las propuestas, podrá dar prioridad a aquellas enca-
minadas a iniciar contactos entre equipos que no tengan establecida una
colaboración previa, o que estén lideradas por investigadores jóvenes o
cuenten con jóvenes entre los miembros del equipo, o decidir no financiar
aquellas solicitudes en las que se repitan el tema y los grupos de inves-
tigación de solicitudes financiadas con anterioridad. Se entenderá por
investigador joven aquel que no tenga más de 35 años.

Duodécimo. Trámite de audiencia y propuesta de resolución.

1. La Dirección General de Investigación publicará en la página de
Internet del Ministerio de Ciencia y Tecnología las propuestas de la Comi-
sión Bilateral de Selección, indicando el nombre de la institución solicitante
y del investigador responsable, la evaluación de la solicitud y, en el caso
de propuestas estimatorias, se especificará además la cuantía de la sub-
vención.

2. Las entidades solicitantes, en el plazo de 15 días, podrán formular
alegaciones y presentar los documentos y justificantes que estimen per-
tinentes o, en caso de propuesta estimatoria, manifestar su aceptación
o desistimiento. De no contestar en dicho plazo, se entenderá que aceptan
las condiciones y términos de la propuesta de concesión de la ayuda.

3. Las entidades con propuestas estimatorias que manifiesten su acep-
tación o no hubieren contestado, deberán acreditar, antes de la finalización
del plazo señalado anteriormente, estar al corriente de sus obligaciones
tributarias y frente a la Seguridad Social, presentando los correspondientes

certificados, en original o fotocopia compulsada, expedidos, respectiva-
mente, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por la Teso-
rería de la Seguridad Social, de acuerdo con las Órdenes del Ministerio
de Economía y Hacienda de 28 de abril de 1986 y 25 de noviembre de
1987, conforme a lo cual el pago quedará condicionado a que exista cons-
tancia por parte del órgano gestor de que el beneficiario está al corriente
en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de la Seguridad Social.
No será precisa la aportación de certificados si el solicitante manifiesta
expresamente, de acuerdo con el formulario al que se refiere el Anexo
II, su consentimiento para que sus datos sean recabados por el órgano
convocante.

4. Evacuado el trámite de audiencia, la Comisión Bilateral de Selec-
ción, a través de la Dirección General de Investigación, elevará la propuesta
de concesión al órgano competente para resolver.

Decimotercero. Resolución y notificación.

1. Corresponde a la Secretaría de Estado de Política Científica y Tec-
nológica, u órgano en quien delegue, dictar la resolución estimatoria o
desestimatoria de concesión de ayuda. La resolución, que deberá ser moti-
vada y ajustada en su contenido a lo dispuesto en el artículo 89 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se noti-
ficará al solicitante y, en caso estimatorio, se hará constar:

a) Entidad beneficiaria e investigador responsable.
b) Cuantía de la ayuda.
c) Condiciones de concesión de la ayuda y duración de la misma.

2. Las solicitudes, que pondrán fin a la vía administrativa, serán
resueltas y notificadas en el plazo de seis meses desde la publicación
de la presente Orden en el Boletín Oficial del Estado. Si transcurrido
el citado plazo el órgano competente para resolver no hubiese notificado
dicha resolución, los interesados estarán legitimados para entender deses-
timada la solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el Anexo II referido
a la disposición adicional vigésimo novena.2 de la Ley 14/2000, de 29
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

3. La relación de ayudas concedidas se publicará en la página de
Internet del Ministerio de Ciencia y Tecnología, indicando la identidad
de la institución beneficiaria y del investigador responsable y la cuantía
de la ayuda.

4. La documentación presentada en el caso de las solicitudes dene-
gadas podrá retirarse de la Subdirección General de Formación y Movilidad
del Personal Investigador dentro de los tres meses siguientes a la fecha
de la Resolución. También podrá solicitarse su devolución por correo en
ese mismo plazo.

Decimocuarto. Recursos.

1. Contra las resoluciones expresas o presuntas podrá interponerse,
con carácter potestativo, recurso de reposición, ante el órgano que las
dictó en el plazo de un mes desde el día siguiente a la notificación de
resolución, de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. En caso de silencio administrativo, el plazo será de tres
meses a partir del día siguiente a aquel en que la solicitud se entienda
desestimada.

2. Alternativamente, podrá recurrirse en vía Contencioso-Administra-
tiva ante la Audiencia Nacional, de conformidad con la Ley 29/1998, de
13 de julio, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a
la notificación de la resolución. En caso de silencio administrativo el plazo
será de seis meses a partir del día siguiente a aquel en que la solicitud
se entienda desestimada.

Decimoquinto. Publicación.—La relación nominal de los beneficiarios
de las ayudas se publicará en el Boletín Oficial del Estado, de acuerdo
con lo establecido en el articulo 59.6.b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Decimosexto. Pago y justificación de las ayudas.

1. El pago de las subvenciones se efectuará mediante pago anticipado
a las instituciones beneficiarias, no exigiéndose para ello garantías previas.
Las instituciones beneficiarias abonarán las ayudas a sus investigadores
de conformidad con las normas que para cada caso tengan establecidas.

2. La justificación de las ayudas se realizará de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 81 del Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria y según las disposiciones que sobre su seguimiento establece
el apartado siguiente.
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Decimoséptimo. Seguimiento.

1. El seguimiento científico-técnico de las acciones subvencionadas
corresponde a la Dirección General de Investigación, que establecerá los
procedimientos adecuados para ello y que podrá designar los órganos,
comisiones o expertos que estime necesarios para realizar las oportunas
actuaciones de seguimiento y comprobación de la aplicación de la ayuda.

2. Para la realización del mencionado seguimiento, las instituciones
beneficiarias deberán realizar una Memoria final sobre el desarrollo de
las actividades subvencionadas, que se deberá presentar a la Dirección
General de Investigación en el plazo de tres meses a partir de la fecha
de finalización de la Acción Integrada. Esta Memoria final deberá contar
con la conformidad del representante legal de la entidad beneficiaria y
del investigador responsable de la Acción Integrada.

3. A efectos del mejor seguimiento del trabajo realizado, la Dirección
General de Investigación podrá recabar la presentación de la información
complementaria que considere oportuna.

4. En las publicaciones a las que pueda dar lugar la actividad inves-
tigadora subvencionada, será indispensable hacer mención a la financia-
ción por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, así como al número de
referencia asignado a la Acción.

5. Las entidades beneficiarias deberán certificar los gastos efectuados
en la ejecución de las Acciones Integradas que les hayan sido concedidas.
Esta certificación deberá presentarse en la Dirección General de Inves-
tigación con la Memoria final a la que se refiere el punto 2 anterior.

Decimoctavo. Modificaciones.—Cualquier modificación en las condi-
ciones y destino final de las ayudas deberá ser autorizada, previa solicitud
justificada de la institución beneficiaria, por el Director General de Inves-
tigación, en virtud de la delegación del Secretario de Estado de Política
Científica y Tecnológica.

Decimonoveno. Control.—Los organismos beneficiarios de las ayudas
estarán sujetos a las actuaciones de control que lleven a cabo las ins-

tituciones facultadas para ello por el Texto Refundido de la Ley General
Presupuestaria.

Vigésimo. Incumplimiento.—El incumplimiento total o parcial de los
requisitos establecidos en la presente Orden y demás normas aplicables,
así como las condiciones que en su caso se establezcan en la correspon-
diente Resolución de concesión, dará lugar, previo el oportuno expediente
de incumplimiento, a la cancelación de la ayuda y a la obligación de rein-
tegrar esta y los intereses legales correspondientes, conforme a lo dispuesto
en el artículo 81.9 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

Vigésimo primero. Normativa aplicable.—Además de lo establecido
en la presente Orden serán de aplicación:

a) La Ley 13/1986, de 14 de abril, de Fomento y Coordinación General
de la Investigación Científica y Técnica.

b) El texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado
por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

c) La Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

d) Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba
el Reglamento del procedimiento para la concesión de subvenciones.

e) Y las demás normas vigentes que sean de aplicación.

Vigésimo segundo. Habilitación competencial.—La presente Orden se
dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.15 de la Constitución,
que asigna al Estado la competencia exclusiva en el fomento y coordinación
general de la investigación científica y técnica.

Vigésimo tercero. Entrada en vigor.—La presente Orden entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 27 de marzo de 2003.

PIQUÉ I CAMPS

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Política Científica y Tecnológica.
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